Propuestas del Gobierno sobre regeneración democrática
El 31 de agosto de 2014 el Gobierno anunció, mediante un documento-nota de prensa de 11 páginas de la Secretaría de Estado de Comunicación, su intención de convocar a las fuerzas políticas para lograr un pacto que mejore la calidad de nuestra democracia.
Buena parte de dicho documento se dedica a poner en valor medidas ya aprobadas durante la legislatura (reforma de la Ley de financiación de partidos, ley de transparencia y otras) o ya presentadas como proyectos de ley en el Congreso (Proyecto de Ley Orgánica de Control de la Actividad Económico-Financiera de los Partidos Políticos y Proyecto de Ley Reguladora del Ejercicio del Alto Cargo de la Administración General del Estado), pero además se anuncian “nuevos pasos para dar plenitud a las reformas en marcha e incorporar nuevas medidas que puedan contribuir a la transparencia y la lucha contra la corrupción”.
No es la primera vez que el Gobierno publicita un anuncio en este sentido. Hace casi un año, el 20 de septiembre de 2013, el Consejo de Ministros dio a conocer un informe de la Vicepresidenta del Gobierno sobre el Plan de Regeneración Democrática, que también se presentó como “un amplio catálogo de medidas para luchar contra la corrupción y mejorar los mecanismos de respuesta y detección de que dispone el ordenamiento jurídico”.
Como se verá son escasas las novedades que el documento distribuido esta semana presenta respecto de aquel Informe de septiembre de 2013 y las que se anuncian como más relevantes, o nada tienen que ver con el objetivo de la regeneración democrática (como la supuesta elección directa de alcaldes), o tienen un alcance muy limitado. Sin embargo, algunas de las propuestas que se contenían en el documento del año pasado han desaparecido de la propuesta actual. Comparamos las medidas de uno y otro documento en el siguiente cuadro:

	[bookmark: _GoBack]MEDIDAS INCLUIDAS EN EL DOCUMENTO DE 31 DE AGOSTO DE 2014
	PLAN DE REGENERACIÓN DEMOCRÁTICA DEL 20 DE SEPTIEMBRE DE 2013

	PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE CONTROL DE LA ACTIVIDAD ECONÓMICO-FINANCIERA DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS
	CONTROL DE LA ACTIVIDAD ECONÓMICA DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

	Régimen interno de los partidos:
· Regulación del contenido mínimo de los estatutos de los partidos y definición de un plazo de adaptación de los mismos.
· Obligación de aprobación de unas instrucciones internas en materia de contratación por parte de los partidos políticos.
· Obligación de establecer un sistema de prevención y supervisión (compliance) en las normas de funcionamiento de los partidos.
· Reconocimiento de la capacidad de creación de partidos políticos a todos los ciudadanos de la Unión Europea.

Financiación de los partidos políticos:
· Control de Donaciones:
· Prohibición de las donaciones a los partidos procedentes de personas jurídicas y de entes sin personalidad jurídica.
· Devolución de donaciones indebidas al donante o ingreso en el Tesoro.
· Obligación de abonar las donaciones en cuentas abiertas exclusivamente a tal efecto, que habrán de comunicarse al Tribunal de Cuentas.
· Obligación de las entidades de crédito de informar anualmente al Tribunal de Cuentas sobre las donaciones ingresadas en las cuentas de los partidos.
· Prohibición de las condonaciones de deuda a los partidos políticos por entidades de crédito.
· Control de Subvenciones: Regulación legal de la obligatoriedad de un acuerdo de Consejo de Ministros para subvenciones de más de 12M€.


· Obligaciones de Transparencia: Publicación de información contable, incluyendo balance y cuenta de resultados, créditos pendientes de amortización, con especificación de la entidad concedente, el tipo de interés, el plazo de amortización, así como las subvenciones recibidas y las donaciones de importe superior a 50.000 euros
· Regulación de la figura del Responsable de la gestión económica-financiera del partido, incluyendo requisitos de idoneidad y honorabilidad, y la obligación de comparecer ante el Parlamento una vez emitido el correspondiente Informe por parte del Tribunal de Cuentas.

Fundaciones vinculadas a partidos políticos:
· Definición de fundaciones o entidades vinculadas a partidos políticos o dependientes de éstos.
· Inscripción en el Registro de Partidos obligatoria para el acceso a subvenciones.
· Prohibición de que reciban directa o indirectamente donaciones de organismos, empresas o entidades públicas.
· Fiscalización por el Tribunal de Cuentas de la actividad económico financiera de las fundaciones y entidades vinculadas.

Tribunal de Cuentas:
· Obligación de todos los partidos, perciban o no subvenciones, a presentar sus cuentas anuales al Tribunal de Cuentas.
· Distinción de las labores de fiscalización que ha de realizar el Tribunal de Cuentas en los supuestos de partidos perceptores de subvenciones públicas y de los no perceptores.
· Retención de las subvenciones, si no se han presentado las cuentas al Tribunal de Cuentas, si no se está al corriente con la Agencia Tributaria o la Seguridad Social o si se tiene pendiente reintegrar subvenciones.
· Regulación de la colaboración de entidades integrantes del sector público y de entidades de crédito con el Tribunal de Cuentas.




Régimen sancionador:
· Adaptación de la regulación de partidos a la recuperación de su responsabilidad penal como personas jurídicas.
· Tipificación de infracciones muy graves, graves y leves, junto con sus correspondientes sanciones y plazos de prescripción.
· Previsión de cobro de las sanciones impuestas a los partidos en periodo ejecutivo por la Agencia Tributaria.

	Regulación de la aprobación de cuentas. Regulación obligatoria, en los estatutos de cada partido, del procedimiento de aprobación de sus cuentas.
Regulación de las contrataciones. Obligación de aprobar directrices de contratación por parte de los partidos políticos.




Creación de partidos. Se elimina el requisito de nacionalidad española para para crear partidos políticos, en coherencia con la normativa comunitaria.












Colaboración privada en la fiscalización de las cuentas. Refuerzo de la fiscalización mediante la colaboración obligatoria de las entidades de crédito con el Tribunal de Cuentas.


Control de las subvenciones. Se da rango legal a la obligación de los partidos políticos de cumplir los mismos requisitos que cualquier otra entidad privada para concurrir a las convocatorias de subvenciones.

Transparencia en las cuentas. Obligación de reflejar en la cuenta de ingresos de los partidos políticos todas las subvenciones, así como las donaciones que superen la cuantía que se establecerá en la ley.




Responsabilidad en las cuentas. Regulación de la figura del responsable de la gestión económico-financiera de los partidos.
Rendición de cuentas. Comparecencia anual obligatoria en el Parlamento del responsable de la gestión económica-financiera de los partidos políticos.

Registro de fundaciones y asociaciones vinculadas. Inscripción obligatoria en el Registro de Partidos, de forma que cada partido político declare qué entidades se encuentran vinculadas a ellos.
Control de las fundaciones y asociaciones vinculadas. Refuerzo de los mecanismos de control sobre su actividad económica y financiera.
Definición de las fundaciones y asociaciones vinculadas. Determinación explícita de los criterios que determinan la vinculación a un partido político.


Obligatoriedad de presentación de cuentas. 
Obligación de todos los partidos políticos de presentar sus cuentas al Tribunal de Cuentas, independientemente de si reciben o no subvenciones.



Retención de las subvenciones. Retención del pago de subvenciones a los partidos políticos que no presenten sus cuentas, previa comunicación del Tribunal de Cuentas.

Colaboración pública en la fiscalización de las cuentas. Refuerzo de la fiscalización mediante fórmulas de colaboración entre el Tribunal de Cuentas y organismos públicos como la Agencia Tributaria, las Entidades Gestoras de la Seguridad Social y la Oficina de Conflictos de Intereses.

Mejora del procedimiento sancionador. Clarificación del procedimiento sancionador, subsanando deficiencias en la normativa.
Ampliación del régimen de infracciones. Se amplían las infracciones aplicables a los partidos políticos, incluyendo -además de las muy graves- las infracciones graves y leves, con sus correspondientes plazos de prescripción.
Ampliación del régimen de sanciones. Se prevén sanciones para las nuevas infracciones graves y leves.
Refuerzo del cobro de las sanciones. Posibilidad de cobro de las sanciones en periodo ejecutivo por parte la Agencia Tributaria.


	PROYECTO DE LEY REGULADORA DEL EJERCICIO DEL ALTO CARGO DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO
	REGULACIÓN DEL EJERCICIO DE CARGO PÚBLICO DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO

	Profesionalización: Requisitos para el acceso y ejercicio del cargo:
· Exigencia de requisitos de idoneidad para ser nombrado alto cargo, entre ellos la ausencia de antecedentes penales relativos a determinados delitos, como por ejemplo el terrorismo.
· Exigencia de una declaración responsable para ser nombrado Alto Cargo que será remitida a la Oficina de Conflicto de Intereses.

Regulación y control de retribuciones: Regulación del régimen retributivo, protección social y de compensación tras el cese de los Altos Cargos.








· Publicidad de retribuciones conforme a la Ley de Transparencia.
· Declaraciones de actividades, bienes y derechos al inicio y al cese y aportación anual de certificado de la declaración del IRPF.
· Limitación y control sobre los gastos de representación.




· Prohibición de tarjetas de crédito a cargo de la Administración para pago de gastos de representación del alto cargo.
· Control de la situación patrimonial del alto cargo al final de su mandato para verificar la existencia de indicios de enriquecimiento injustificado.
· Registro electrónico de Bienes y derechos patrimoniales de altos cargos con acceso de las Cortes, órganos judiciales y Ministerio Fiscal.







Regulación y control de incompatibilidades y conflicto de intereses:
· Creación de un sistema de alerta temprana de conflicto de intereses.
· Refuerzo de la Oficina de Conflictos de Intereses (OCI).


· Obligación de colaboración de los organismos públicos y entidades privadas con la OCI, especialmente con los órganos gestores de la Seguridad Social para comprobar la situación laboral de los cesados.
· Informe semestral de la OCI para su remisión a las Cortes sobre el cumplimiento de las obligaciones de declarar de los altos cargos y publicación en el BOE.

Régimen sancionador del alto cargo:
· Las sanciones que pueden imponerse al alto cargo serán las siguientes: Declaración de incumplimiento, destitución, pérdida de derechos a la compensación tras el cese o la restitución de cantidades.
· En el caso de que se detecten otras responsabilidades, se solicitará informe a la Abogacía del Estado para comunicar, si procede a la Fiscalía.
· Las infracciones muy graves y graves comportan la imposibilidad de un nuevo nombramiento durante un periodo entre 5 y 10 años.

	Codificación de obligaciones y derechos del cargo público. Establecimiento, en una norma con rango legal, de las obligaciones y derechos de los cargos públicos de la Administración General del Estado, corrigiendo la actual dispersión normativa.
Concreción del ámbito de aplicación. Definición explícita del concepto de cargo público de la Administración General del Estado.


Concreción presupuestaria de las retribuciones. Las retribuciones de los cargos públicos deberán figurar en las normas presupuestarias de forma clara y homogénea.
Homologación total del régimen de protección social. Los altos cargos contribuirán al régimen de protección social en las mismas condiciones que el resto de trabajadores públicos y, por lo tanto, con los mismos derechos en el régimen de pensiones públicas.
Transparencia. Mayor publicidad de las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales.


Concreción de los gastos de representación. Delimitación de los usos a los que pueden ser destinados los gastos de representación. Los límites fijados en la Ley de Presupuestos Generales del Estado en ningún caso podrán ser ampliados.
Prohibición de tarjetas de crédito. Justificación estricta de los gastos reembolsables, acreditando su necesidad para las funciones inherentes al cargo.
Fiscalización. Fiscalización ex post del patrimonio de los cargos públicos por parte de la Oficina de Conflicto de Intereses, una vez abandonen su puesto, para detectar las situaciones de enriquecimiento injustificado.














Refuerzo de la oficina de conflicto de intereses. Ampliará sus funciones y reforzará sus medios.

Colaboración. Colaboración de la Oficina de Conflicto de Intereses con organismos como la Agencia Tributaria.






















Control. Modificación de la Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo para ampliar el elenco de "personas con responsabilidad pública".


	MEDIDAS PENALES Y PROCESALES
	RESPUESTA PENAL CONTRA LA CORRUPCIÓN

	Endurecimiento del reproche penal de los delitos relacionados con la corrupción.
Inclusión recogiendo nuevos tipos penales asociados con la financiación ilegal de los partidos.


























Medidas de agilización de los procesos judiciales en casos de corrupción.

	Nuevo régimen de sanción penal para los partidos políticos. Se crearán nuevos delitos relacionados con la financiación de partidos, recogiendo por primera vez de forma explícita el delito de financiación ilegal de partidos políticos.
 
Refuerzo del marco penal aplicable en los principales delitos asociados a la corrupción:
 Prevaricación.
Cohecho.
Tráfico de influencias.
Fraudes y exacciones ilegales.
 
Refuerzo de las consecuencias de los delitos de corrupción:
 Prohibición de contratar con las administraciones. Modificación de la Ley de Contratos del Sector Público para prohibirá a los condenados por prevaricación, falsedad en las cuentas de los partidos políticos o financiación ilegal, entre otros, contratar con la Administración Pública.
Nueva pena accesoria. Inhabilitación especial en los delitos de tráfico de influencias, y fraude y exacciones ilegales para prohibir a los condenados -además de contratar con la Administración Pública- recibir subvenciones o ayudas públicas, o recibir beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social.
 
Mejoras procesales
 Agilización del procedimiento. El juez podrá decidir la no acumulación de procedimientos para agilizar la instrucción y el enjuiciamiento.
Separación de responsabilidades. Se podrá separar la determinación de la responsabilidad civil de la penal, para no entorpecer el desarrollo de ninguno de los dos procedimientos.
Racionalización del régimen de recursos. Se racionalizará la regulación de los recursos para evitar su uso con efectos dilatorios del proceso en la fase de investigación.
Recuperación de activos procedentes de los delitos de corrupción. Se refuerzan las garantías en el proceso penal para evitar que los condenados se lucren con los efectos del delito.


	LIMITACIÓN AFORAMIENTOS:
Acotar el aforamiento, en cuanto a su alcance, en particular en lo referido a las causas penales, y en cuanto a su número, teniendo en cuenta que afecta a los tres poderes del Estado y se extiende también al ámbito de las Comunidades Autónomas. Para ello es necesario definir un planteamiento equilibrado, en cuanto a los instrumentos jurídicos precisos y las implicaciones prácticas de las posibles modificaciones.

	

	CONTROL SOBRE LOS INDULTOS:
Aportar mayor transparencia a la concesión de indultos de forma que, sin alterar su concepción como medida de gracia que atiende a las circunstancias de la persona y no al tipo de delito, se pueda ampliar la rendición de cuentas y el control sobre las decisiones de indulto, en particular desde el punto de vista parlamentario.

	

	PROCESOS PENALES Y RESPONSABILIDADES PÚBLICAS:
Unificación de los criterios sobre el momento del proceso penal en el que un responsable debe abandonar su cargo público o ser excluido de las candidaturas electorales.

	

	FORTALECIMIENTO DE LA INICIATIVA LEGISLATIVA POPULAR:
Fortalecer la participación de los ciudadanos en el proceso legislativo y su papel activo en la presentación de iniciativas legislativas populares. Para ello, en cumplimiento de la propuesta de resolución sobre regeneración democrática acordada en el pasado Debate sobre el Estado de la Nación, el Grupo Popular en el Congreso de los Diputados respaldó la puesta en marcha de una ponencia sobre la Ley Orgánica reguladora de la Iniciativa Legislativa Popular.

	

	CAMPAÑAS ELECTORALES:
Favorecer un acuerdo entre partidos para limitar los gastos derivados de las campañas electorales, en particular en lo que se refiere a publicidad exterior (como carteles y vallas electorales).

	

	REFORMA DE LA LEY ELECTORAL PARA LA “ELECCIÓN DIRECTA” DE ALCALDES.

	




